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La eficacia de los derechos fundamental•• 
en las relaciones entre particulares 
Rosario Va/puesta Femánder 

La separación teórica y procesal entre el derecho público, regulador de las relaciones entre la 
sociedad y el Estado, y el derecho privado, a teniente a lo privado, como fue originalmente con­
cebido en los orígenes del Estado de Derecho, en momentos signados por la economía de li­
bre mercado, conlleva en términos de la igualdad de derechos y de la responsabilidad del Es­
tado en asegurar la accesibilidad de esos derechos a toda la población, una cada vez más 
membranosa distinción en las democracias modernas que introducen en sus legislaciones una 
cada vez mayor presencia reguladora del Estado, en particular digiridos a que las empresas, el 
libre mercado, cumplan con la función de responder a las necesidades de buen vivir del con­
junto de la sociedad. 

1. Planteamiento 

N 
os planteamos en esta ex­

posición la eficacia de los dere­
chos fundamentales en las rela­

ciones entre particulares. Es decir, si los 
derechos reconocidqs constitucional­
mente se pueden hacer valer también 
frente a las personas naturales y jurídi­
cas en el desempeño de sus actividades 
privadas. En el fondo de la cuestión es­
tá, como veremos, la vinculación a es­
tos derechos del conjunto de relaciones 
jurídicas que éonforman la disciplina 
del Derecho privado. Nos referimos 
pues al tráfico jurídico de bienes y ser­
vicios, a las relaciones laborales, ámbi­
tos éstos en los que actúan los grupos de 

poder económico y social que ocupan 
una posición dominante respecto a los 
particulares. Pero también queremos 
hacer referencia a las relaciones familia­
res en las que los comportamientos de 
sus miembros pueden afectar en gran 
medida a los derechos fundamentales 
de los demás. 

la cuestión tiene importancia por 
cuanto, como es sabido, la afirmación 
de los derechos y libertades públicas 
que en las Constituciones liberales bur­
guesas se hizo respecto del Estado, co­
mo reafirmación del apriorismo político 
de la persona y sus derechos frente a los 
poderes públicos, subsidiarios del pacto 
constitucional que alumbró el germen 
del Estado democrático. Además, esta 
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afirmación se correspondía con el reco­
nocimiento de la autonomía de las rela­
ciones económicas y sociales, que se 
debían regir por sus propias normas o 
reglas, diseñadas segt,Jn l.os intereses de 
los actores económicos dominantes y · 
de acuerdo a su libertad de actuación, 
sin ninguna intervención pública. Es el 
tiempo del laissez (aire y /aissez passer, 
en el que las relaciones sociales y eco­
nómicas se mueven a impulsos de sus 
protagonistas con muy pocas limitacio­
nes que las pudiera perturbar; un tiem­
po que se corresponde con el diseño de 
un Estado raquítico que asegure la per­
manencia de ese statu quo, en el que 
solo la intervención del legislador limi­
tando las excesivas facultades de los 
empleadores con una tímida normativa 
laboral rompía el esquema expuesto. En 
este contexto, era impensable que los 
derechos proclamados constitucional­
mente pudieran vincular a las personas 
tanto naturales como jurídicas que in­
tervenían en el tráfico jurídico, pues la 
actividad que las mismas desempeña­
ban se asentaba en unos derechos que 
también eran fundamentales: la libre 
iniciativa económica y la propiedad pri­
vada, pilares del modelo de economía 
liberal. 

Desde esta perspectiva se elaboró la 
categoría de los derechos públicos sub­
jetivos para expresar conceptualmente 
la posición jurídica de los titulares de 
estos derechos cuyas facultades solo se 
ejercían frente al Estado, al que se veía 
como la única amenaza para su efectivo 
disfrute. Se proclama una eficacia unidi­
mensional de estos derechos que solo se 
oponen a los poderes públicos De tal 
manera, se decía, que la virtualidad de 
los mismos consistía en la abstención de 

los poderes públicos respecto a la ac­
tuación de los particulares en el ejerci­
cio de sus facultades. Además, se debe 
tener en cuenta que estos textos funda­
mentales carecían de instrumentos jurí-

. dicos'que garantizasen su eficacia sobre 
. el resto del Ordenamiento jurídico; eran 
documentos políticos que expresaban 
una escala de valores sin más eficacia 
que el compromiso que pudieran asu­
mir los gobernantes. 

2. La Drittwirkung Grundrechte 

En un intento de superar la situación 
anteriormente descrita, se plantea la 
vinculación de los particulares a los de­
rechos fundamentales; se habla enton­
ces de una eficacia horizontal de los 
mismos, en la que las personas tanto na­
turales como las jurídico privadas pue­
den ser sujetos pasivos del conjunto de 
facultades que integran su contenido. El 
tratamiento de esta cuestión tiene su ori­
gen en la doctrina y jurisprudencia ale­
mana que la aborda desde sus claves 
constitucionales, que se reflejan en la 
solución que se propone. 

En todo caso, el punto de partida en 
el tema que nos ocupa está en las Cons­
tituciones normativas, es decir, en aque­
llas que incluyen disposiciones destina­
das a asegurar su supremacía sobre el 
conjunto del Ordenamiento jurídico. 
Un cambio que coincide con la exten­
sión de las Constituciones del Estado 
Democrático y Social, tras la experien­
cia fallida de Weimar (1919). Estas Mag­
nas Cartas vienen a ser la expresión del 
compromiso político de las posiciones 
liberales con los partidos de izquierdas, 
que han conquistado un espacio en la 
escena parlamentaria; un compromiso 



que revela la transacción entre la igual­
dad formal burguesa y la exigencia de 
una igualdad sustancial de todas las per­
sonas y colectivos, a los que se les debía 
garantizar el efectivo ejercicio de sus 
derechos. Para su eficacia estos Textos 
prevén instrumentos jurídicos que ga­
ranticen la defensa de los derechos re­
conocidos. Y esto se produce por la Ley 
Fundamental del Bonn (1949), que en 
su art. 19, por lo que aquí nos interesa, 
introduce, entre otras garantías constitu­
cionales, el recurso judicial que pueden 
interponer los particulares en defensa 
de los derechos fundamentales que ha­
yan sido conculcados. Se refuerzan, 
pues, estos derechos con una acción es­
pecífica mediante la cual se pretende 
garantizar su cumplimiento, siendo así 
que este medio de defensa se convierte 
en elemento identificador de tal catego­
ría de derechos. Se debe tener en cuen­
ta, no obstante, que en la misma dispo­
sición se blindan estos derechos frente 
al legislador constituido mediante la 
exigencia del respeto a su contenido 
esencial. 

La cuestión que áhora abordamos, 
la de la eficacia de los derechos funda­
mentales en las relaciones entre particu­
lares, se plantea inicialmente en Alema­
nia en los años cincuenta, al constatar­
se en algunos supuestos que los particu­
lares pueden vulnerar los derechos fun­
damentales de los ciudada~os. El pro­
blema surge cuando se comprueba que 
el conocimiento por el Tribunal Consti­
tucional de los recursos contra las viola­
ciones de un derecho fundamental se li­
mita a aquellos casos que tienen su ori­
gen en actos que realizan los poderes 
públicos. Se establece, pues, esta garan­
tía constitucional para preservar a los 
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ciudadanos de la actuación del Estado, 
pero no se prevé la posibilidad de que 
los particulares puedan vulnerar sus de­
rechos. Es decir, el recurso de amparo 
solo se puede interponer frente a la ac­
tuación de tales poderes del Estado; 
quedaban fuera de su conocimiento los 
actos que las personas naturales o jurí­
dicas de naturaleza privada puedan rea­
lizar cofltra un derecho fundamental. En 
esta línea también está España, pues la 
Ley Orgánica del Tribunal Constitucio­
nal, que desarrolla el art. 53 de la Cons­
titución, referido a las garantías de tales 
derechos, limita el mencionado recurso 
de amparo en los términos expuestos, 
art. 42.1.1gualmente, la Constitución de 
la República del Ecuador en el art. 95, 
referido al recurso de amparo, afirma 
igualmente: "Cualquier persona por su 
propio derecho o como representante 
legitimado de la colectividad, podrá 
proponer una acción de amparo ante el 
órgano de la función judicial designado 
en la Ley ... contra un acto u omisión 
ilegítimos de una autoridad pública ... o 
por personas que presten un servicio 
público." 

En este contexto se plantea la efica­
cia de los derechos fundamentales en 
las relaciones entre particulares, aunque 
la cuestión se ha suscitado con más in­
tensidad respecto de los actores econó­
micos y sociales, que son los que por su 
posición dominante pueden violar con 
más asiduidad los derechos fundamen­
tales de las personas que establecen re­
laciones con ellas; sin embargo, en tér­
minos más generales, hay que plantear­
se la eficacia de tales derechos en el 
conjunto de las relaciones jurídico pri­
vadas. Se trata, pues, de saber si los de­
rechos fundamentales alcanzan también 
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a los particulares. Ahora bien, el hecho 
de que el amparo constitucional se limi­
te a las violaciones que provienen de los 
poderes públicos ha propiciado que la 
solución al problema planteado se haya 
abordado desde la perspectiva del re­
curso de amparo que se puede interpo­
ner ante el Tribunal Constitucional. En 
este sentido se ha partido de la idea de 
que este recurso constituye un elemento· 
identificativo de la categoría de los de­
rechos fundamentales, porque solo 
cuando éste procede nos encontramos 
ante un supuesto de eficacia de tales de­
rechos. De esta manera se mezclan erí 
el tratamiento de la cuestión que abor­
damos aspectos sustantivos y garantías, 
entendiendo entonces que solo cuando 
se puede recurrir al Tribunal Constitu­
cional en amparo frente a un particular 
por la violación de un derecho funda­
mental, es posible afirmar la eficacia 
horizontal de tales derechos. 

Inicialmente es la doctrina la que 
elabora las primeras respuestas a la 
cuestión plantada. Así, con los términos 
Drittwirkung Grundrechte se conoce la 
tesis que proclama la eficacia horizontal 
de los derechos fundamentales. Su de­
nominación se debe a lpsen, aunque fue 
Nipperdey el que elaboró más detenida­
mente esta teoría, al afirmar que deter­
minados derechos fundamentales, co­
mo principios ordenadores de la vida 
social, tienen eficacia directa en las re­
laciones del tráfico jurídico. 

Desde esta perspectiva, la reacción 
del Tribunal Constitucional alemán, al 
que ha seguido el Tribunal Constitucio­
nal español, se desenvuelve en el marco 
del recurso de amparo, es decir, en bus­
car una solución en los límites que le 
permite la normativa en vigor. 

El punto de partida ha sido el reco­
nocimiento, en los térmjnos que vere­
mos, de la eficacia de los derechos fun­
damentales en las relaciones entre parti­
culares, es ·decir, la plena vigencia de 
los mismos en el Derecho privado. Aho­
ra bien, dicho esto, se ha buscado una. 
solución que encajara con las exigen­
cias respecto del recurso de amparo, y 
en este 5entido se ha considerado que el 
acto objeto del recurso no es el del par­
ticular infractor, ya que en tal caso no 
procedería, sino él acto judicial que no 
ha estimado tal lesión. Con lo mismo se 
consagra lo que se conoce como la efi­
cacia indirecta de los derechos funda­
mentales, en la media que estos necesi­
tan de la intermediación de los poderes 
públicos para su aplicación en el ámbi­
to de las relaciones jurídico privadas, . 

Y así, cuando hay una disposición 
legal al respecto, la protección de los 
derechos fundamentales no plantea pro­
blema, pues es la ley reguladora la que 
da cobertura al reconocimiento de esta 
eficacia: caso que ocurre, por ejemplo, 
en la legislación laboral que impone el 
principio de igualdad de las trabajadO­
ras y trabajadores, o impide toda discri­
minación por otras causas. También con 
las leyes que regulan el derecho a la in­
timidad contra la intromisión de los par­
ticulares, pues son sus normas las que fi­
jan el ámbito de esta protección. Si el 
Juez no las aplica vulnera una exigencia 
legal, y es su acto de denegación el que 
es objeto de recurso de amparo. 

Pero el problema surge cuando no 
existe la íntermediación del legislador 
para consagrar la eficacia de un derecho 
fundamental en las relaciones jurídicas 
de naturaleza privada. Es decir, cuando 
no existe una norma fegal que establez-



ca tal eficacia. En este caso, se dice, el 
juez también está vinculado en la inter­
pretación y aplicación del ordenamien­
to al respeto de los derechos fundamen­
tales, una vinculación que también sé 
aplica a las normas de Derecho privado. 
A tal fin se recurre a diferentes explica­
ciones, aplicando la Werttheorie o teo­
ría de los valores: Se dice que los dere­
chos fundamentales, además de su di­
mensión subjetiva, tienen un alcance 
objetivo que los instala como valores 
que han de impregnar el conjunto del 
Ordenamiento. Se ha entendido, pues, 
que los derechos fundamentales actúan 
como "norma de principios", o como 
"qecisión constitucional fundamental 
válida para todas las esferas del Dere­
cho". También se habla del deber de 
protección de los derechos fundamenta­
les que al Estado incumbe, y que ha de 
extenderse también a los supuestos en 
los que éstos son conculcados por los 
particulares. Se ha recurrido igualmente 
a otros argumentos, algunos extraídos 
del mismo Derecho privado, entendien­
do que la interpretación de cláusulas 
generales, como las referidas al orden 
público, la moral o las buenas costum­
bres qi.le actúan como límites a la auto­
nomía de la voluntad, ha de hacerse 
conforme a las exigencias constitucio­
nales. Con parecidos razonamientos el 
Tribunal Constitucional español llega a 
una solución semejante, exigiendo la 
intermediación de los poderes públicos 
en el respeto de los derechos fundamen­
tales por parte de las personas tanto na­
turales como jurídico privadas en el 
ejercicio de la actividad que les son pro­
pias. 

Se reconoce así una eficacia indirec­
ta de los derechos fundamentales en el 
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ámbito del Derecho privado, y es indi­
recta, se dice, porque requiere de la in­
termediación del legislador, o de los Tri­
bunales que han de propiciar esta efica­
cia mediante la interpretación de las 
normas jurídico privadas de acuerdo a 
las exigencias constitucionales. Y este 
efecto indirecto implica, como se ha di­
cho, que la violación que en su caso se 
produzca a tales derechos no proviene, 
a efectos del recurso de amparo; del 
particular sino de la actuación de los 
Jueces que no han procedido a aplicar 
el Derecho desde una perspectiva cons­
titucional. Solución que es conocida co­
mo la finta alemana, queriendo signifi­
car con este símil futbolístico la manio­
bra de despiste que se hace para sortear 
el obstáculo que supone la exigencia de 
que la vulneración de los derechos fun­
damentales tenga su origen en un acto 
de los poderes públicos para poder in­
terponer el recurso de amparo. Esta in­
terpretación se conoce como mittebalre 
Drittwirkung. En palabras del Tribunal 
Constitucional español: los derechos 
fundamentales rigen y se aplican direc­
tamente en relación con el Estado e, in­
directamente, en el ámbito del Derecho 
privado. En consecuencia, en la deci­
sión de los conflictos entre particulares 
los jueces están obligados a considerar 
el efecto de los derechos fundamentales 
respecto de terceros. Pero esta es una 
solución parcial del problema que plan­
teamos, y válida para aquellos ordena­
mientos en los que el recurso se interpo­
ne frente a las decisiones de los Tribuna­
les de justicia, por tener que agotar pre­
viamente la vía jurisdiccional. Frente a 
ello, se ha mantenido por muchos auto­
res fa eficacia directa de estos derechos, 
unmittebalre Drittwirkung, con inde-



86 ROSARIO VALPUESTA fERNÁNDEZ /la eficacia de los derechos fundamentales 
en las relaciones entre particulares 

pendencia de las limitaciones que algu­
nos ordenamientos ponen al recurso de 
amparo, pero ello lo abordaremos más 
adelante. 

Siguiendo la estela de algunas Cons­
tituciones latinoamericanas, podemos 
apreciar, sin embargo, otras perspecti­
vas. 

Centrándonos en primer lugar en la 
Constitución de Colombia, observamos 
un tratamiento de la cuestión diferente. 
En la misma se prevé igualmente una 
protección reforzada de los derechos 
fundamentales mediante la acción de 
tutela. A ella se refiere el art. 86 de la 
Constitución, que dispone que dicha 
acción se podrá interponer cuando los 
derechos fundamentales resulten vulne­
rados o amenazados por la acción u 
omisión de cualquier autoridad pública. 
Sin embargo, esta primera afirmación se 
completa con otra que extiende el ám­
bito de funcionamiento de la acción de 
tutela, y así se dispone en el mismo ar­
tículo: "La Ley establecerá los casos en 
los que la acción de tutela procede con­
tra particulares encargados de un servi­
cio público o cuya conducta afecte gra­
ve y directamente al interés colectivo, o 
respecto de quienes el solicitante se ha­
lle en estado de subordinación o inde­
fensión". Esta norma constitucíónal ha 
sido desarrollada por Decreto Ley 2591 
de 1991, que ha precisado los supues­
tos. Pero esta legitimación para interpo­
ner acciones de tutela contra actos de 
los particulares que lesionen derechos 
fundamentales ha sido notablemente 
ampliada por la jurisprudencia de la 
Corte Constitucional, que ha interpreta­
do en términos muy amplios los con­
ceptos de subordinación e indefensión. 

Vemos pues que por vía del recurso 
de protección de los derechos funda­
mentales se ha ampliado el ámbito de 
aplicación de estos derechos, exten­
diéndolo a los actos y omisiones de los 
particulares que lesionen derechos fun­
damentales. Estos supone sin duda un 
paso importante en la proclamación de 
la eficacia. de estos derechos en las rela­
ciones jurídico privadas. 

En términos más amplios se expresa 
la Constitución de Chile. En su art. 6 se 
proclama que las disposiciones consti­
tucionales obligan a todos, tanto a los 
poderes públicos como a las personas. 
En dicho texto legal se prevé también 
una acción específica de defensa de los 
derechos fundamentales; nos referimos 
a la acción de protección ante la Corte 
de Apelaciones, un recurso que puede 
interponer cualquier persona que por 
actos u omisiones arbitrarios o ilegales, 
sufra privación, perturbación o amena­
za en determinados derechos funda­
mentales. No se diferencia, pues, quién 
puede ser el autor del tales actos u omi­
siones, por lo que hay que entender que 
éstos pueden ser tanto los poderes u au­
toridades públicas como los particula­
res. Es posible entonce que se pueda in­
terponer un recurso de protección fren­
te a personas naturales y jurídicas que 
en las relaciones privadas hayan lesio­
nado o amenacen los derechos funda­
mentales de los particulares. Desde esta 
perspectiva hay que proclamar la plena 
vigencia de tales derechos en el ámbito 
del Derecho privado. 

Pero más explícita, si cabe, es la 
Constitución de Argentina, que en el art. 
43 concede el amparo contra todo acto 
u omisión de autoridades públicas o 



particulares que en forma de actual o in­
minente lesión restrinja, altere o amena­
ce, con arbitrariedad o ilegalidad mani­
fiesta, derechos y garantías reconocidos 
en esta Constitución, en un tratado y en 
una Ley. 

Hay aquí una declaraCión expresa 
de la vinculación de los particulares a 
los dictados de la Constitución y, más 
en concreto, a los derechos fundamen­
tales y garantías reconocidos en la mis­
ma, de tal manera que éstos deberán 
respetar en sus comportamientos los de­
rechos de las demás personas, aquellos 
que han sido consagrados constitucio­
nalmente . 

. Hasta ahora hemos analizado el te­
ma propuesto desde de las garantías 
constitucionales, es decir, hemos abor­
dado la eficacia de los derechos funda­
mentales en las relaciones entreparticu­
lares considerando las acciones especí­
ficas de protección de tales derechos 
fundamentales. 

3. La eficacia directa de los derechos 
fundamentales en las relaciones entre 
particulares 

A continuación nos proponemos 
abordar el problema de fondo: la efica­
cia directa de tales derechos, con inde­
pendencia de que el particular perturba­
do pueda interponer el recurso de am­
paro correspondiente o la tutela. 

Y en este sentido hay que afirmar en 
esta línea de principios la eficacia de los 
derechos fundamentales en las relacio­
nes entre particulares, es decir la plena 
vigencia de los mismos en el Derecho 
privado. No puede haber parcelas exen­
tas dentro del Ordenamiento a las exi­
gencias de la Carta Magna, lo que supo-
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ne que no puede haber ámbitos de rela­
ción que escapen al proyecto constitu­
cional, pues de lo contrario estaríamos 
admitiendo que éste tiene una limitada 
eficacia. Además, se debe tener en 
cuenta que las Constituciones del Esta­
do Democrático y Social responden a la 
exigencia democrática de extender de 
manera efectiva el disfrute de tales dere­
chos al conjunto de la ciudadanía, y se 
plasman en el compromiso de los pode­
res públicos de intervenir en las relacio­
nes sociales y económicas para hacer 
efectiva la igualdad de todas las perso­
nas en lo que concierne a la realización 
de sus derechos. Y supone, además, la 
implicación de todos los sectores en el 
cumplimiento de los objetivos constitu­
cionales, acomodando su actividad al 
conjunto de valores que reflejan la so-
ciedad que se quire. · 

Y esta vigencia es efectiva tanto si se 
cuenta con una Ley que así lo disponga, 
como si ésta no existiera, pues la efica­
cia directa de los derechos fundamenta­
les no requiere de la intermediación del 
legislador. Esta afirmación implica supe­
rar la tesis de que los derechos y liberta­
des públicas son derechos públicos sub­
jetivos que se afirman frente al Estado, y 
entender que son derechos que vincu­
lan al conjunto de la sociedad y, por 
consiguiente, también a los particulares, 
sean éstos personas naturales o jurídi­
cas, en todas las esferas de relación. Los 
argumentos ya los hemos expuesto: los 
derechos fundamentales, más allá de su 
dimensión subjetiva, representan objeti­
vamente los valores que deben imperar 
en el conjunto de relaciones que esta­
blecen en una• concreta sociedad. 

Ahora bien, dicho esto, conviene 
discernir los distintos ámbitos de aplica-
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ción en el seno de las relaciones jurídi­
co privadas. 

En este sentido, está claro que los 
derechos fundamentales se aplican en 
las rel.aciones familiares. Es decir, los es­
posos tienen que respetar en sus relacio­
nes conyugales los derechos fundamen­
tales del otro aunque no haya una dis­
posición legal; han de respetar la liber­
tad sexual de cada uno; han de respetar 
igualmente el derecho a la intimidad; 
han de respetar en todo caso la igualdad 
que les corresponde ... En la misma línea 
se debe afirmar que las relaciones de los 
padres y los hijos han de estar impreg­
nadas de los derechos fundamentales de 
cada uno, muy especialmente de estos 
últimos por ser la parte más débil o de­
pendiente; unos derechos que a las ni­
ñas y a los niños les corresponde por ser 
personas, y que no pueden ser negados 
por sus padres en el ejercicio de la pa­
tria potestad. 

Mayores problemas presenta la afir­
mación de la vigencia de los derechos 
fundamentales en las relaciones patri­
moniales. Y es que la cuestión no es fá­
cil de resolver por cuanto en este con­
flicto se involucran distintos derechos, 
los de la persona agraviada y el derecho 
a la libre iniciativa económica en el que 
se asienta la actividad de las empresas; 
aunque también el conflicto se ha plan­
teado respecto a la autonomía de la vo­
luntad de los actores económicos, ex­
presión de la libertad de actuación que 
también consagra la Constitución. No 
podemos oÍvidar que en la realidad de 
los hechos las agresiones más significa­
tivas vienen de los grandes actores eco­
nómicos que, en el ejercicio de su acti­
vidad, vulneran los derechos de los ciu­
dadanos, como puede ser la libertad de 

decidir, la igualdad de trato que mere­
cen, o su intimidad, por poner algunos 
ejemplos. 

Y en este sentido, se ha entendido 
que la confrontación entre los derechos 
fundamentales del particular y el dere­
cho a la .libre iniciativa económica de 
las empresas se resuelve imponiendo li­
mitacion~ a la actuación de estas últi­
mas. Respecto de los derechos que pue­
den ser eficaces, se han considerado el 
derecho a la huelga, de reunión, de aso­
ciación, la libertadpersonal o a la inti­
midad, aunque ha sido el principio de 
igualdad el que se ha planteado con 
más intensidad, por ser el que más agre­
siones puede sufrir de los actores eco­
nómicos, cuya violación tiene gran im­
portancia por cuanto de la actividad de 
tales empresas dependen la obtención 
de bienes esenciales para las personas. 
Y en este sentido se ha mantenido una 
línea de interpretación que podem.os 
calificar de restrictiva, en la medida que 
se ha intentado reducir el impacto de 
estos derechos a supuestos lími.tes en los 
quE( la actuación de los agentes econó­
micos evidencia una agresión intplera­
ble; así, se ha defendido respecto del 
principio de igualdad, que solo están 
vetadas las discriminaciones típicas: se­
xo, ascendencia, raza, idioma, origen, 
credo, están vedadas. Como se puede 
observar, se ha seguido una interpreta­
ción minimalista de las posibilidades 
que otorga la Constitución, reduciendo 
su protección a supuestos muy concre­
tos y limitados. Frente a ello, debemos 
proceder a elaborar otra solución. 

De entrada, debemos tener presente 
el protagonismo de las empresas en la 
satisfacción de las necesidades más ele­
mentales de la persona, como los ali-



rnentos básicos, a la energía, a la vivien­
da, de cuya realización dependen otros 
derechos, corno el derecho a la vida, a 
la salud ... es decir, a la subsistencia co­
rno persona. Desde esta perspectiva, las 
posibilidades de realización de los dere­
chos fundamentales dependen en gran 
medida del comportamiento de estos 
actores privados. Y del mismo modo las 
violaciones a estos derechos provienen, 
en la mayoría de los casos, de aquellos. 
Vistas así las cosas, parece que no pode­
mos obviar en la aplicación de la Cons­
titución este ámbito de relaciones. 

Como hemos dicho, se ha de partir 
de la confrontación de dos derechos 
fundamentales, el que se viola y el de li­
bre iniciativa económica, que sirve de 
fundamento al comportamiento que por 
parte de las empresas se quiere defen­
der. 

En este punto no se puede olvidar 
que en la base del pacto que alumbra el 
Estado Democrático y Social está el re­
conocimiento de la economía de mer­
cado como ámbito en el que se ha de 
desarrollar el tráfico económico y jurídi­
co de bienes y servicios. Pero al mismo 
tiempo se debe considerar que dicho Es­
tado se legitima por la capacidad de in­
tervención en las relaciones económi­
cas a fin de conseguir la igualdad sus­
tancial, que tiene mucho que ver con la 
efectiva realización de los derechos que 
a toda persona corresponde. Y en esta 
dialéctica está claro que por encima del 
modelo económico está el sistema de 
valores que representa el conjunto de 
derechos fundamentales proclamados 
en las Constituciones, señaladamente 
aquellos que se identifican con los dere­
chos civiles, la igualdad de todos las 
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personas, la libertad en todas sus mani­
festaciones, también la intimidad y 
aquellos otros derechos que configuran 
su identidad. 

Desde esta perspectiva la actividad 
económica debe respetar estos derechos 
y valores, pues expresan las bases con­
ceptuales y axiológicas del pacto cons­
titucional. Ahora bien, también se han 
de considerar los derechos económicos 
de las empresas, señaladamente, la pro­
piedad y la libre iniciativa económica, 
que sustentan el modelo de economía 
de mercado en el que se asienta el Esta­
do Democrático y Social. En este caso el 
límite de intervención de las autorida­
des públicas es su contenido esencial, 
que se ha de respetar si no se quiere 
desnaturalizar el pacto constitucional. 

Dicho esto, debemos abordar la efi­
cacia de otros derechos en relación con 
la actividad de las empresas, en concre­
to nos debemos plantear la eficacia ho­
rizontal de los derechos sociales. La 
cuestión inicial que suscita el tema 
planteado es la de la efectividad de este 
tipo de derechos, pues es bien sabido 
las dificultades con que se ha encontra­
do la doctrina para elaborar instrumen­
tos jurídicos que garanÜcen su eficacia 
frente a los poderes públicos. En efecto, 
el carácter prestacional de los mismos 
requiere para su efectiva realización de 
políticas públicas para su satisfacción, y 
la definición del contenido de estas po­
líticas corresponde a la libertad de deci­
sión de los responsables políticos, que 
son los que tienen que implementar los 
medios ·y los recursos para su realiza­
ción. Entendiendo, así se dice, que los 
particulares no pueden exigir judicial­
mente el cumplimiento de los derechos 
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sociales contemplados en la Constitu­
ción ya que los jueces o, en su .caso el 
Tribunal Constitucional, no pueden im­
poner una determinada prestación a 
realizar; se ha de estar, en consecuen­
cia, a las Leyes que desarrollen tales de­
rechos para poder reclamar su cumpli­
miento. 

Sin entrar ahora en esta cuestión, 
parece claro que los derechos sociales 
no se pueden hacer valer directamente 
frente a los actores económicos, pues 
estos vinculan a los poderes públicos. 
Ahora bien, no debe obviarse el hecho 
de que en muchos supuestos la satisfac­
ción de las necesidades que cubren es­
tos derechos está en manos de grandes 
empresas, bien porque ha habido una 
encomienda explícita en este sentido, 
bien por una dejación de los poderes 
públicos. En tales casos debemos consi­
derar la posible vinculaCión de estos ac­
tores económicos con la satisfacción de 
los derechos sociales de los ciudadanos. 
En principio, parece que tal vinculación 
no debe entenderse en su dimensión 
positiva, es decir, en el sentido de que 
sobre ellos recae la responsabilidad de 
la realización de tales derechos, pues 
ello corresponde al Estado. Pero sí debe­
mos entender, que en los límites de su 
actividad, tienen la obligación de satis­
facer plenamente el servicio encomen­
dado para dar plena satisfacción a los 
destinatarios de los mismos, máxime 
cuando dicha actividad se ejerce en si­
tuación de monopolio de posición privi­
legiada en el mercado. A tal fin las em­
presas han de realizar las inversiones 
necesarias de mantenimiento así como 
garantizar el suministro de bienes y ser­
vicios, pudiendo ser reclamadas por los 
particulares. Igualmente, no pueden ex-

cluir arbitrariamente a personas o colec­
tivos: Hablamos pues de una eficacia 
negativa de tales derechos, que impide 
que puedan ser lesionados por los que 
ejercen actividades privadas relaciona­
das directamente con su satisfacción. 
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PUBLICACION CAAP 

EL OFICIO D EL ANTROPO LOGO 

José Sánchez - Porga 

"Aunque un oficio no se aprende, 
si no es con práctica. tampoco la 
práctica sola es suficiente para 
iniciarse en un oficio como la 
Antropología". 

El objeto teórico de esta disciplina 
de las Ciencias Sociales es el 
describir, comprender y explicar 
los hechos culwrales desde el 
Rotro", desde la cufwra que los ha 
producido, entendida como 
diferencia, ya que el 
reconocimiento de esa diferencia 
nos identifica, nos provee de 
identidad, nos hace ser y nos une 
entre iguales y con los otros, en 
un permanente proceso de 
interculturalidad, de relación entre 
culwras (en plural), en tanto toda 

culwra es producto de ralaciones de vínculo e intercambio. 

En los actuales tiempos globalizantes, de uso de conceptos y t enninologías 
que aportan más a la confrontación y confusión que al esclarecimiento, el 
antropólogo está urgido a reinvindicar una competenciaque cada vez se la 
reconoce menos, en tanto sobre la cultura se opina y se dicta cátedra, 
desde cualquier lugar, y lo que es peor, también desde ninguno, en un 
mundo donde está en cuestión, según A Touraine, si podemos v1v1r juntos 
iguales y diferentes. Tal es el oficio del Antropólogo. 
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